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Proceso Verbal  

Demandante Juan Fernando Acevedo Noguera 

Demandado ÁLVARO ISAZA UPEGUI (sindico 
Sociedad CORREA ACEVEDO Y CIA 
S.C.A EN QUIEBRA) y demás personas 
indeterminadas 

Radicado  05001 31 03 006 2022 00078 01 

Instancia  Segunda  

Ponente Juan Carlos Sosa Londoño 

Asunto  Auto No 035 

Decisión Revoca 

Tema Excesivo ritualismo al admitir 
demanda 

 . “3· El síndico y el fallido en la 
quiebra. Respecto del QUEBRADO, 
hemos de decir que aunque es titular y 
aunque. se afirme titular, no puede 
demandar ni ser demandado, así como 
tampoco puede gestionar el proceso con 
autonomía, pues la ley explícitamente ha 
quitado la LEGITIMACIÓN PRINCIPAL. 
Por el contrario, la misma ley 
expresamente ha dado esa legitimación 
al SINDICO, y por tanto es quien puede 
ya demandar o ser demandado, como 
también gestionar los procesos por activa 
y por pasiva”. 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 
2022-23 

SALA UNITARIA CIVIL DE DECISIÓN 
 

Medellín, diecinueve (19) de mayo de dos mil veintidós (2022) 
 

El Tribunal resuelve el recurso de apelación, interpuesto por Juan 

Fernando Acevedo Noguera, frente al auto proferido por el 

Juzgado Sexto Civil del Circuito de Oralidad de Medellín el 25 de 

marzo de 2022, que rechazó la demanda verbal instaurada contra 

Álvaro Isaza Upegui (síndico de la Sociedad Correa Acevedo y 
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Cía.  S.C.A en quiebra) y demás personas indeterminadas por no 

haberse subsanado las exigencias del auto inadmisorio. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Ante el Juzgado Sexto Civil del Circuito de Oralidad de 

Medellín, se presentó demanda verbal instaurada por el 

recurrente en contra de Álvaro Isaza Upegui (síndico de la 

sociedad Correa Acevedo y Cía. S.C.A en quiebra) y demás 

personas indeterminadas, habiéndose inadmitido el libelo, 

exigiendo entre otros:  

“… 

“3. Allegará el certificado del estado del proceso con Radicado: 05-001-

31-03-017-1982-00030-00, que se tramitaría en el Juzgado Diecisiete 

Civil Circuito de Medellín, en el que se informe el estado del proceso, y 

las órdenes definitivas que se impartieron en el mismo, con constancia 

de su ejecutoria, y para efectos de poder establecer las personas que 

deben ser citadas al presente proceso. En todo caso, si en 

cumplimiento del numeral anterior, y de este, resulta necesario dirigir la 

demanda contra otras personas, así se deberá proceder (Art. 82 Núm. 

2, 4 y 5 del C. G. P. 

 

“4. Ampliará los hechos de la demanda, manifestando todas las 

características que rodearon la obligación garantizada por la hipoteca 

objeto de la demanda; como a que obedeció la misma (por ejemplo, si 

a un contrato de mutuo); cuando se hace, o se hizo exigible la misma; 

si dicha obligación que le dio base, se encuentra vigente, o se 

extinguió; y en caso de este último evento, indicará cuando sucedió tal 

extinción, y por qué razón. Así mismo, allegará los medios de prueba 

siquiera sumarios en que se fundamenten las circunstancias fácticas 

que afirme conforme a este numeral. (Art. 82 Núm. 4, 5 y 6 del C. G. 

P.). 

 

“5. Ampliará lo manifestado en el hecho sexto de la demanda, 

conforme al numeral anterior; afirmando desde que fecha, y hasta cual 

momento, realiza el conteo del término prescriptivo que alega; porque 

no se logra dilucidar con la sola afirmación de que van 30 años de la 
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constitución de la hipoteca. (Art. 82 núm. 4, 5 y 11; art. 375 núm. 6 del 

C. G. P.).” 

 

2. Oportunamente el apoderado del demandante presentó escrito 

con el que pretendió subsanar las deficiencias inadmisorias, pero 

el a quo consideró insuficiente lo allegado, por lo que en auto del 

25 de marzo último dispuso el rechazo de la demanda, indicando 

 

“…Con el memorial arrimado, el apoderado de la parte demandante no 

cumplió con lo requerido, pues no arrimó la certificación expedida por 

el despacho solicitado, la cual no se reemplaza con la impresión de la 

consulta del proceso realizada a través de la página web de la rama 

judicial, como quiera que de ello es un mecanismo simple de 

información, y no prueba, ni siquiera sumaria del estado del proceso, 

de lo definido en el mismo, y/o de la demás información requerida, 

como eran las órdenes impartidas en dicho despacho, y su ejecutoria, 

que fundamentarán las afirmaciones realizadas en la demanda; y 

máxime, cuando el certificado de existencia y representación legal de 

la sociedad Correa Acevedo y Cía. S.C.A. - En Liquidación, contradice 

lo manifestado en la demanda, sobre qué tal sociedad se encuentra 

extinta, pues en tal documento se certifica que está en estado de 

liquidación. 

 

“En los numerales 4º y 5º del auto inadmisorio, se solicitó: “...Requisitos 

estos que tampoco fueron cumplidos, en tanto que el libelista no 

suministra de manera clara y completa la información requerida, y con 

la cual se deben establecer los presupuestos axiológicos de la acción 

impetrada, ya que simplemente se manifiesta sobre las presuntas 

características de la obligación principal, por la cual se otorgó la 

garantía hipotecaria que pretende sea cancelada, mediante la solicitud 

de cancelación de una obligación, de la cual no suministra ningún dato; 

y máxime, cuando el apoderado accionante parece no tener en cuenta 

que el tiempo de la prescripción extintiva no se contaría desde la 

creación o firma del instrumento por medio del cual se creó la garantía 

hipotecaria, sino desde que el acreedor hipotecario tenía la oportunidad 

de ejercer dicha garantía, y no lo hizo, ya que es desde el momento en 

que se entraría en mora de la obligación que se garantiza que podría 

ser viable su exigibilidad; pero esa información, que fue la solicitada, no 

reposa ni en la demanda inicial, ni en el nuevo escrito con el que 

pretendió cumplir con los requisitos, tal y como fue solicitada.  
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“Así las cosas, se considera por esta agencia judicial, que el apoderado 

accionante no cumplió a cabalidad con los requeridos exigidos en el 

auto inadmisorio del 9 de marzo de 2022, y en especial con lo 

solicitado en los numerales 3º 4º y 5º; al no arrimar el certificado del 

Juzgado Diecisiete Civil Circuito de Medellín sobre el proceso 

solicitado, que se le solicitó y que sería objeto de la presente demanda; 

y al no manifestarse las circunstancias fácticas referentes a la 

obligación que se pretende extinguir por prescripción, para lograr la 

cancelación de la garantía hipotecaria. Y como el término que tenía 

para subsanar las exigencias, se encuentra vencido desde el 18 de 

marzo de 2022, pues el auto inadmisorio fue notificado por estados el 

11 de marzo mismo año; de conformidad con el artículo 90 del Código 

General del Proceso, se rechazará la demanda, por no subsanar lo 

requerido.” 

 

3. inconforme con la decisión el apoderado de la parte 

demandante interpuso recurso de apelación reiterando los 

argumentos planteados en la demanda y en el escrito de 

cumplimiento a los requisitos echados de menos en la providencia 

inadmisoria, a lo que agregó que: 

 

“1. …No obstante, en lo referente a esta afirmación no nos 

encontramos de acuerdo, toda vez que la “consulta de procesos” es el 

medio de consulta oficial habilitado por la Rama Judicial para conocer 

“el estado del proceso”, por lo tanto, se entiende que la información 

consignada allí corresponde a la realidad del proceso; y mucho más 

teniendo en cuenta que la consulta de procesos aportada, tiene una 

anotación tan claro como es la de resaltar el auto del 20 de mayo del 

2002 por medio del cual se “decreta desembargo, ordena entrega de 

dineros, autoriza desglose, Decreta terminación del proceso de quiebra 

y dispone archivo del expediente Concordato” y este es reiterado en 

anotación del 21 de agosto del 2002, “déjese constancia del auto que 

Declara terminado proceso de quiebra”.  

 

“Igualmente, es importante reiterar que: 

 

“El pasado 28 de enero de 2022 se autorizó el desarchivo y retiro de 

copias del expediente por parte del Juzgado Diecisiete Civil del 

Circuito, el cual, no está completo y del cual se obtuvo la información 

del Sindico, el señor Álvaro Isaza Upegui, contra quien ya se dirige la 
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acción; del expediente y de la consulta de procesos, no se logra 

identificar con claridad otras personas determinadas con capacidad de 

ejercicio e interés en la causa diferentes a la sociedad y el síndico, por 

lo que es necesario demandar personas indeterminadas.  

 

“En lo referente a que existe una contradicción con el certificado de 

existencia y representación legal, es importante tener en cuenta, que 

corresponde a la sociedad representada por el liquidador, en este caso 

sindico realizar la inscripción de la terminación del proceso de 

concordato ante la Cámara de Comercio situación que en efecto no se 

realizó, sin embargo, la demanda de dirige contra todos los 

interesados.  

 

“De igual forma, el operador traslada a la parte actora una carga 

probatoria que no tiene porqué asumir pues no tiene la cercanía con el 

material probatorio solicitado, actuación que desconoce las reglas 

previstas en el artículo 167 del CGP frente a la carga dinámica de la 

prueba, máxime, cuando el tiempo otorgado de 5 días resulta 

notoriamente insuficiente para solicitar el mencionado certificado, razón 

por la cual, la actuación del operador es irregular y trasgrede el 

derecho fundamental de acceso a la administración de justicia por 

establecer una exigencia adicional para la admisión de la demanda y 

de imposible cumplimiento, en especial, si se tiene en cuenta que el 

mismo operador pudo oficiar al juez de conocimiento del proceso 

concursal el traslado del expediente o el mencionado certificado amen 

de resolver las inquietudes presentadas con la acción. 

 

“2…En vista de lo anterior, en el escrito de subsanación de la demanda 

presentado, se dio cumplimiento a lo solicitado por el juzgado, en el 

sentido que se aclaró que la obligación se originó en una novación con 

fundamento en lo establecido en el artículo 1687 del código civil 

colombiano acordado de forma verbal entre el señor Juan Fernando 

Acevedo Noguera y Álvaro Isaza Upegui en el cual se sustituyeron 

unos pasivos y obligaciones previas, derivadas de unas relaciones 

comerciales y que se garantizaron con la constitución de la nueva 

obligación pura y simple y por lo tanto, su exigibilidad se entiende 

desde el momento de su constitución, motivo por el cual de 

conformidad con la Ley, la obligación se encuentra prescrita en cuanto 

el acreedor no ejerció las acciones dentro de los términos establecidos 

para garantizar el pago de la obligación.  

 

“Indicará cuando sucedió tal extinción, y por qué razón”; en el escrito 

de subsanación de la demanda, se plasmó con claridad que a partir del 
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30 de abril de 1996 se hizo exigible la obligación; en consecuencia, de 

conformidad con el artículo 2536 del Código Civil, que trata de la 

prescripción de la acción la misma se entiende prescrita desde el mes 

de abril del 2006. 

 

Para el efecto, se resalta que en la forma como se perfeccionó el 

negocio, resulta imposible establecer otro tipo de características como 

erradamente lo exige el operador y el móvil de la actuación judicial, 

pues no existen, mal haría el suscrito en tergiversar la realidad para 

asumir un requerimiento judicial.  

En contexto con lo expuesto, los hechos son claros y suficientes para 

acreditar el contenido de una obligación pura y simple que por la 

abstención de su acreedor se configuró la prescripción extintiva de la 

misma junto con la garantía otorgada para tal fin en virtud de la 

consecuencia legal.  

 

Por otro lado, se resalta que no puede el operador desde la admisión 

de la demanda, resolver cuestionamientos propios del juicio, pues 

corresponderá a la parte contraria confirmar o contradecir los hechos 

de la demanda y a la parte actora su acreditación amén de que se 

permita el acceso a la administración de justicia. 

 

Defecto procedimental 

 

“… 

“Concretamente, este defecto se encuentra presente en el auto tanto 

de inadmisión y de rechazo, al no tener en cuenta dentro del escrito de 

la demanda la escritura pública mediante la cual se constituyó la 

hipoteca, como prueba suficiente para demostrar la obligación y 

establecer exigencias adicionales a las establecidas en la Ley a través 

de la solicitud de pruebas en un momento procesal inadecuado y 

desconociendo el principio de carga dinámica de la prueba, actuación 

que en efecto trasgrede el derecho fundamental al debido proceso y de 

acceso a la administración de justicia. 

 

“Defecto Fáctico  

“… 

 

“En el caso en concreto, se presentó el error judicial en la primera 

dimensión, porque de manera arbitraria, irracional y caprichosa se 

desestimó la consulta del proceso realizada a través de la página web 

de la Rama Judicial, toda vez que, no existe fundamento jurídico que 

respalde la causal de rechazo alegada por el juzgado, pues el 
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documento, reúne las condiciones necesarias de una prueba 

documental y permite en efecto acreditar la orden de liquidación 

adoptada por el juez del concurso. 

 

“Defecto Material 
“… 
 
“En el caso en concreto, el operador desconoce la existencia de 
obligaciones puras y simples que son aquellas que no se someten a 
plazo, condición y modo, por lo que, su exigibilidad se da desde el 
momento de su constitución, situación fáctica que se acredita con los 
documentos previamente entregados con la demanda. 
 
“Adicionalmente, desconoce el derecho de administración de justicia 

consagrado en el artículo 229 de la constitución política al establecer 

cargas adicionales a las establecidas en el artículo 82 de la Ley 1564 

de 2012. 

 

 

4.  Concedida la impugnación vertical, el expediente fue remitido a 

la Corporación, la que decide lo pertinente, previas las siguientes   

 
 

II. CONSIDERACIONES 

 

1.  Sea lo primero señalar que la quiebra de la sociedad Correa 

Acevedo y Cía. S.C.A, y del conocido como Grupo Colombia del 

banquero Félix Correa Maya  que hizo parte de la crisis financiera 

de los año 80,  fue hecho notorio en el país, por lo que, en punto a 

la legitimación del síndico Álvaro Isaza Upegui la Sala hace 

remisión a la sentencia de segunda instancia en el proceso de 

quiebra, de la primera como deudora insolvente y de la proferida 

por la Sala Civil con ponencia del Dr. Arturo Gómez Duque, el 28 

de mayo de 1985. He aquí lo pertinente: 

 

A) Existe una fuente general de legitimación, como lo hemos visto 
arriba, y es; el demandante recibe la FACULTAD por el sólo hecho de 

afirmarse titular del derecho reclamado, y la parte contraria la recibe 
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por el sólo hecho de que se afirme contra él ser el obligado a 
responder por ese derecho. 
 
Es decir, la afirmación de la FACULTAD PARA GESTIONAR EL 
PROCESO A NOMBRE PROPIO. Sin embargo, tal afirmación tampoco 
da la facultad algunas veces, y es cuando la ley, da manera expresa, 

LE HA QUITADO LA LEGITIMACION al titular, como es el caso del 
DEUDOR QUEBRADO. 
 
B) Los terceros intervinientes reciben legitimación del modo, cuando la 
ley de manera expresa se las ha dado. Se da entonces el caso del 
interviniente litisconsorcial, que recibe legitimación para gestionar el 
proceso con autonomía, y el del meramente coadyuvante, que 

recibe una legitimación dependiente, ya que puede gestionar el 
proceso pero sometido al querer y la decisión de la parte ayudada. 
 
La primera se llama LEGITIMACION PRINCIPAL O AUTONOMA, y la 
otra, LEGITIMACIÓN ACCESORIA O DEPENDIENTE. Debemos 
tenerlo muy en cuenta, pues ya veremos que el DEUDOR FALLIDO 
tiene sólo una LEGITIMACION DEPENDIENTE. 
 
 
3· El síndico y el fallido en la quiebra. Respecto del QUEBRADO, 
hemos de decir que aunque es titular y aunque. se afirme titular, no 
puede demandar ni ser demandado, así como tampoco puede 
gestionar el proceso con autonomía, pues la ley explícitamente ha 
quitado la LEGITIMACIÓN PRINCIPAL. 
 
Por el contrario, la misma ley expresamente ha dado esa legitimación 
al SINDICO, y por tanto es quien puede ya demandar o ser 
demandado, como también gestionar los procesos por activa y por 
pasiva. 
 
Para demostrar lo anterior. veamos: 
 
El art. 1953 dispone: 
 
''El síndico tendrá la guarda y administración de la masa de bienes de 
la quiebra, y como tal, los siguientes deberes y funciones especiales: 
 
"l. Sustituir al quebrado en la administración de sus bienes y en todos 
los asuntos que afecten o puedan afectar su patrimonio." 
 
Ahora bien, como un proceso indiscutiblemente puede afectar el 
patrimonio del deudor, síguese que en él queda SUSTITUIDO el 
quebrado por el SINDICO, es decir éste asume la legitimación en 
causa para todo proceso y se priva de ella al QUEBRADO. 
 
Para reforzar lo dicho, veamos lo que anota el art. 1946-8: 
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"El auto que declara la quiebra deberá además ordenar: 
 
 "La prevención a todos los que tengan negocios con el quebrado, 
inclusive procesos pendientes, de que deben entenderse 
exclusivamente con el síndico, para todos los efectos legales." 
 
De esta norma y de la anterior, podemos inferir sin ambajes que al 
fallido se le priva de la legitimación y se le da al síndico. 
 
Pero no entendemos por qué el último inciso del numeral 80. del 
art. 1946 dispone: 
 " No podrá entablarse ni llevarse adelante proceso contra el quebrado 
sin la notificación personal, so pena de nulidad." 
 
Es obvio que si al declarar la quiebra existe algún proceso pendiente, 
hay qué citar al síndico para que continúe actuando como la verdadera 
parte legitimada.  Pero si declarada la quiebra se inicia otro proceso, 
éste no debe orientarse contra el quebrado, pues ha perdido 
LEGITlMAClON, sino contra EL SINDICO, el nuevo LEGITIMADO. 
Entonces, la norma es equívoca y debe interpretarse en el sentido aquí 
señalado. 
 
Más aún, el art. 43 de la ley de quiebras italiana es muy explícito, y ya 
sabemos que esa legislación es una de las fuentes en el Código de 
Comercio nuestro. Pero el quebrado conservará legitimación para 
intervenir en los procesos? Esa posibilidad se la concede el art. 2009, 
cuando dice; 
 
" El quebrado conservará su personería para coadyuvar las acciones o 
las oposiciones que proponga el síndico o que se promuevan contra 
éste. También la conservará para su defensa en el proceso penal y 
para impugnar en todo o en parte, los créditos." Dos cosas hemos de 
aclarar: en primer término, se autoriza al quebrado para " coadyuvar". 
Se ha visto la opinión de que esa coadyuvancia tendría alcance 
litisconsorcial. Es decir, que el fallido podría intervenir con verdadera 
autonomía, con legitimación principal, y sin estar sujeto al querer y 
decisión del síndico, asesorado por la junta de acreedores. 
 
No puede aceptarse aquel supuesto, debido a que ello contraria la letra 
y el espíritu de los arts. 1953 en su numeral 1º.  y del art. 1946 en su 
numeral 8º., que quiere privar al DEUDOR de toda ingerencia -sic-  en 
la administración de la masa y en los procesos donde está como 
remetida, pues esa intervención autónoma entorpecería la gestión de 
los intereses queridos por la ley al declararse la quiebra. 
 
Otras legislaciones con mucho rigor atajan cualquier ingerencia -sic- 
del fallido. 
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La otra consideración destacable es la de que el art. 2009 sí le 
devuelve al QUEBRADO la plena limitación principal "para impugnar. 
en todo o en parte, los créditos.''  
 
De ahí que. el DEUDOR si puede proponer excepciones contra los 
créditos dentro del proceso de quiebra, y gestionar con autonomía tales 
excepciones. Ello es algo especial en este Código, pues en otras 
legislaciones tal cosa no es posible.  Y no debiera serlo aquí tampoco, 
dado que es al SINDICO, asesorado por la junta, como se ha dicho, a 
quien corresponde juzgar si es conveniente o no la impugnación. Por 
ello se han dictado normas que privan al DEUDOR de la legitimación 
sustancial y de la procesal. 
Pero si es indiscutible que el SINDICO tiene del mismo modo 
legitimación para impugnar los créditos mediante excepciones, pues, 
como lo hemos dicho ya, el art. 1953 y el 1946-8 le dieron la 
legitimación irrestricta, y por ello, si no hay norma que le haya quitado 
la facultad para excepcionar contra los créditos, obviamente la 
conserva, aunque se le haya dado también al deudor. 
 
Entonces, de una vez rechazamos las reclamaciones de quienes 
representan los intereses del BANCO NACIONAL y de 
CORFIANTIOQUIA, juristas que reiteradamente quieren quitarle al 
SINDICO esas atribuciones.” 

 

2.   La demanda se dirige contra Álvaro Isaza Upegui, sindico de 

la quiebra Correa Acevedo S. C.A., la legitimación sustancial y 

procesal hasta este momento resulta acertada. El juez exige 

certificación del estado del proceso de quiebra, exigencia que no 

encuentra respaldo en el art. 90 del C. General del Proceso. 

 

El demandante intenta satisfacer la exigencia caprichosa del a 

quo, su pesquisa le ha confirmado que Isaza Upegui actuaba 

como síndico, lo que se desprendía de los apartes del expediente, 

pues dio a conocer que no se encontró de manera íntegra en el 

archivo del juzgado, afirmación que llega amparada del principio 

de buena fe, y por ello acude al sistema de gestión de la rama 

judicial que tiene las siguientes anotaciones relevantes las 

siguientes: 
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(i) 6 de junio de 2002, registrando “AUTO DECLARA 

TERMINADO CONCORDATO EL 20 DE MAYO DE 2002, 

DECRETA DESEMBARGO, ORDENA ENTREGA DE DINEROS, 

AUTORIZA DESGLOSE, DECRETA TERMINACION DEL 

PROCESO DE QUIEBRA Y DISPONE ARCHIVO DEL 

EXPEDIENTE”. 

 

(ii) 21 de agosto de 2002 , “AGOSTO 20/02 ORDENA EXPEDIR 

COPIA AUTENTICAS SOLICITADAS, DEJESE CONSTANCIA 

DEL AUTO QUE DECLARA TERMINADO PROCESO DE 

QUIEBRA. (23-28)” 

 
3. Igualmente, aporta el certificado mercantil de Correa Acevedo 

S.C.A, y curiosamente la Cámara de Comercio local da cuenta 

que se encuentra en liquidación, nada dice de la quiebra, pero si 

da luces sobre el porqué: “DISOLUCIÓN EN VIRTUD DE LAS 

LEYES 1429 DE 2010 O 1727 DE 2014 La sociedad se encuentra 

en liquidación de conformidad en el artículo 50 de la Ley 1429 de 

2010”, que es del siguiente tenor: 

 

ARTÍCULO 50. DEPURACIÓN DEL REGISTRO MERCANTIL. 
Durante los seis meses siguientes a la vigencia de la presente ley, los 
empresarios que renueven su matrícula mercantil o la de sus 
establecimientos de comercio, sucursales y agencias podrán pagar las 
renovaciones de años anteriores de la siguiente manera:  
 
1. Las renovaciones cuyo plazo se venció antes del 2008 no tendrán 
costo alguno. 
 
 2. Las renovaciones correspondientes al año 2008 y 2009 tendrán un 
valor equivalente al cincuenta por ciento (50%) de la tarifa aprobada 
para dichos años.  
 
3. Las renovaciones correspondientes al año 2010 se pagarán de 
conformidad con la tarifa aprobada para dicho año.  
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PARÁGRAFO 1o. Las sociedades cuya última renovación se efectuó 
diez (10) años antes a la vigencia de la presente ley, no incursas en 
proceso de liquidación, tendrán un plazo de doce (12) meses para que 
cumplan con la mencionada obligación, vencido este término, de no 
hacerlo, quedarán disueltas y en estado de liquidación y cualquier 
persona que demuestre un interés legítimo podrá solicitar a la 
Superintendencia de Sociedades que designe un liquidador en los 
términos previstos en esta ley. Lo anterior, sin perjuicio de los derechos 
de terceros debidamente inscritos en el respectivo Registro Mercantil.  
 
PARÁGRAFO 2o. Las personas naturales y los establecimientos de 
comercio, sucursales y agencias cuya última renovación se efectuó 
diez (10) años antes de la vigencia de la presente ley, tendrán un plazo 
de doce (12) meses para ponerse al día en la renovación de la 
Matrícula Mercantil. Vencido este término, de no hacerlo, la Cámara 
cancelará la respectiva matrícula, sin perjuicio de los derechos de 
terceros debidamente inscritos en el respectivo Registro Mercantil.  
 
PARÁGRAFO 3o. Las Cámaras de Comercio informarán previamente 
las circunstancias previstas en el presente artículo a los interesados 
mediante carta o correo electrónico a la última dirección registrada, si 
la tuviere. Así mismo, publicarán al menos un aviso en un periódico de 
circulación nacional y uno en su página web, 90 días antes del 31 de 
diciembre en el que informen a sus inscritos del requerimiento para 
cumplir con la obligación y las consecuencias de no hacerlo.  
 
PARÁGRAFO 4o. Las pequeñas empresas que se encuentren 
inactivas antes de la vigencia de la presente ley, y que renueven su 
Matrícula Mercantil, de acuerdo con las tarifas y términos establecidos 
en el artículo, podrán acceder a los beneficios consagrados en los 
artículos 4o y 5o de la presente ley. Para el efecto, deberán ponerse al 
día en todas sus obligaciones de carácter legal y tributado dentro de 
doce (12) meses siguientes contados a partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley.” 

 

Nótese entonces que lo que hizo la encargada del registro 

mercantil fue hace depuración de su registro por cuanto no se 

hizo renovación del correspondiente a la sociedad que estaba en 

quiebra durante más de 10 años.  

  

4. El laborío del actor para dar cumplimiento a estas exigencias es 

palpable, la deficiencia en punto a la pérdida parcial del  

expediente contentivo de la quiebra,  a la no inscripción pertinente 
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en el registro mercantil y a porque se dice que la sociedad entró 

en liquidación con fundamento en el artículo y su consecuencias 

no pueden imponerse a quine acude ante la jurisdicción 

pretendiendo la declaración de prescripción de la hipoteca 

contenida en el acto escritural 1067 del 30 de abril de 1996 de la 

Notaría Séptima de Medellín  y el folio resal  001-00775004 que 

da cuenta de la existencia del gravamen. 

 

5. Todo lo anterior para recordar que deben estar proscrita la 

clásica contradicción entre la aplicación de la ley de manera 

estricta, el formalismo por llamarlo de alguna manera y la 

prevalencia de derechos sustanciales, de la realidad sobre la 

forma, el antiformalismo, tal y como lo sostuvo este Magistrado en 

época pretérita1, y no se trata de un asunto que haya tenido 

venero en el artículo 228 de la Constitución como suele creerse. 

En efecto, el artículo 472 de la ley 105 de 1931, más conocido 

como Código Judicial, sabiamente consagraba: 

 

“Los funcionarios del orden judicial, al proferir sus decisiones, 
deben tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la 
efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustantiva, y 
por consiguiente, con este criterio han de interpretarse las 
disposiciones procedimentales y las relativas a las pruebas de los 
hechos que se aduzcan como fundamento del derecho”. 
 

En vigencia de esta disposición, la Corte Suprema de Justicia en 

los años 1937 y 1938, sí, aquella que produjo en el país un giro 

antiformalista, profiriendo sentencias que dinamizaron la estática 

de la norma escrita y cuyas decisiones más relevantes fueron 

incluso la génesis de nuevas normas jurídicas, se expresó así 

                                                 
1 Aclaración de voto. Nro 5.  Medellín, 13 de abril de 2007. Ordinario de GASPAR 
ALEMANY FERRER contra BEATRIZ ELENA y MARISOL PARRA CARDONA. M.P. 
MARÍA E. PUERTA M. Rdo. 05360 31 002 2004 00187 01 
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“Como el objeto de los procedimientos es la efectividad de los 

derechos reconocidos por la leyes sustantivas, según lo enseña 
el art. 472 del C.J., con  este criterio no solo han de interpretarse 
las normas procesales y probatorias conforme lo prescribe tal 
artículo, sino que también las súplicas del demandante y las 
defensas del demandado. Conocida claramente la intención de los 
litigantes, debe estarse a ella más que a lo literal de las palabras. 
Los jueces han de buscar el verdadero sentido de las 
pretensiones expuestas por las partes, aunque tengan que 
desatender el tenor literal de aquellas piezas cuando traicionan la 
intención inequívoca de quienes litigan. Si no fuera así, un 
peligroso criterio textualista sacrificaría el espíritu a la letra y el 
derecho a la fórmula” (Cas. 18 de noviembre de 1937, XLV,844; 16 
de noviembre 1951, LXX,795) – subrayas intencionales -.  

6. El legislador de 1970 no olvidó tan sabia directriz del C. 

Judicial, de ahí el contenido del artículo 4º del decreto 1400, 

Código de Procedimiento Civil y nuevamente plasmado por el 

Constituyente en el artículo 228 de la Carta Política, que si bien 

no tiene la entidad suficiente de eliminar la requisitoria mínima de 

los escritos mediante los cuales se acude a los tribunales, la que 

se cumple una vez se acató la exigencia inadmisoria, como se 

verá a continuación, sin que sobre señalar que el artículo 11 del 

C. General del proceso, insiste en que: “Al interpretar la ley 

procesal el juez deberá tener en cuenta que el objeto de los 

procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos por 

la ley sustancial.”.  

 

7. Se destaca que, frente a otra de las exigencias, “manifestar las 

circunstancias fácticas referentes a la obligación que se pretende 

extinguir por prescripción, para lograr la cancelación de la 

garantía hipotecaria”, el recurrente claramente dijo 

 

“Frente a este punto, es necesario precisar que por regla general las 

obligaciones son puras y simples con efecto inmediato y exigibles desde el 

momento de su constitución o nacimiento, la excepción corresponde a 

aquellas que se encuentran sometidas a un plazo, condición o modo. En el 
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caso en concreto, la obligación principal garantizada mediante hipoteca, es 

pura y simple, por lo que, no es posible determinar otro tipo de características 

como se requiere en el auto.  

 

“Como se anotó, su exigibilidad está determinada desde el momento de su 

nacimiento, la cual se otorgó mediante la misma escritura pública de hipoteca 

esto es desde el 30 de abril de 1996 y se encuentra prescrita en cuanto el 

acreedor no ejerció las acciones dentro de los términos establecidos en la 

Ley para garantizar el pago de la obligación; en el caso bajo estudio, el 

fenómeno de la prescripción se presenta en cualquiera de los dos escenarios 

previstos en el ordenamiento jurídico debido a las modificaciones adoptadas 

mediante la Ley 791 de 2002 que redujo los tiempos de prescripción como se 

detalla: 

 

“.. 

 

“Con relación a los medios de apruebas, se allegó al despacho la escritura 

pública que contiene el reconocimiento de la obligación principal (pura y 

simple articulo 1527 código civil), comunicación del síndico donde consta la 

obligación y se entiende como un hecho notorio que el acreedor durante el 

lapso de tiempo previsto en la Ley no haya ejercido acción alguna para el 

cobro de la obligación, pues esa inactividad es lo que posibilita las 

pretensiones de la demanda. En consonancia con lo expuesto, el artículo 167 

del CGP indica claramente que los hechos notorios y las afirmaciones no 

requieren prueba, no obstante, se subraya que en el certificado de tradición y 

libertad del inmueble sobre el que recae la hipoteca no se evidencia actividad 

alguna por parte del demandado. 

 

“Por último, se aclara que la obligación principal se originó en una novación 

con fundamento en lo establecido en el artículo 1687 del código civil 

colombiano acordado de forma verbal entre el señor Juan Fernando Acevedo 

Noguera y Álvaro Isaza Upegui en el cual se sustituyeron unos pasivos y 

obligaciones previas derivadas de unas relaciones comerciales y que se 

garantizaron con la constitución de la nueva obligación pura y simple y 

garantizada esta última con la garantía hipotecaria. En razón a esto, las 

obligaciones anteriores quedaron extinguidas en virtud de la Ley y del 

acuerdo entre las partes, motivo por el cual, no se relacionan en los hechos 

de la demanda”. 

 

8. En conclusión del nuevo escrito introductor se extraían los 

supuestos fácticos que permiten inferir lo que reclama la parte 

pretensora, y el hecho que no hayan sido expuestos en la forma 

exigida por el a quo, no puede ser motivo de rechazo. Se itera, el 
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juzgador en aras de salvaguardar los derechos de las partes y de 

otorgar prevalencia del derecho sustancial, como lo pregona la 

Corte Suprema de Justicia en múltiples providencias, debió acudir 

a su facultad interpretativa de los segmentos del texto, en 

conjunto, de manera lógica y racional. Interpretar el petitum y la 

causa petendi, dice la rectora de la jurisdicción ordinaria, para 

extraer la verdadera intención del demandante. Esa labor, 

racional, sistemática e íntegra del escrito inicial, agrega el 

Tribunal, se extiende también a los anexos que se allegan con 

este. 

9. Vistas así las cosas, se tiene que proceder de la forma como lo 

hizo el a quo, es olvidar la esencia de los procedimientos, pero 

además, claro ejemplo del adagio latino “summus jus, summa 

injuria”, pues de esa manera se lesionó el derecho de acceso a la 

administración de justicia del demandante, se itera, el respeto por 

las formas propias de cada juicio no implica, en manera alguna 

que los ritos procesales sean un fin en sí mismos, todo lo 

contrario, la primacía de lo sustancial, impone que los 

procedimientos sirvan como medio para lograr la efectividad de la 

administración de justicia y de los derechos subjetivos de quienes 

someten sus conflictos a ella. 

 

No se trata de avalar el desconocimiento absoluto de la ritualidad 

procesal, pero tampoco de que el funcionario judicial atienda de 

manera tan rigurosa a esas formalidades, pues ello apareja un 

«excesivo ritual manifiesto» que sacrifica prerrogativas 

constitucionales para salvaguardar la forma, por lo que el juez se 

abstendrá de exigir y de cumplir formalidades innecesarias (art. 11 

del C. General del Proceso).  
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III. DECISIÓN 

 

Por lo expuesto el Tribunal Superior de Medellín en Sala 

Unitaria Civil de Decisión, REVOCA el proveído objeto de 

apelación por las razones que fueron expuestas en la parte motiva 

de esta providencia y en su lugar dispone, que el a quo proceda a 

proferir el auto respectivo haciendo abstracción de los argumentos 

contenidos en el auto recurrido. 

 

NOTIFIQUESE 
 
 

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
Magistrado 
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